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			En el segundo semestre de 2023, el Pleno del Tribunal Constitucional pronunció una sola sentencia relacionada con la materia lingüística, si bien no se trata de un pronunciamiento menor. El objeto de la sentencia era una cuestión de inconstitucionalidad y la sentencia tuvo carácter estimatorio. Contó con un voto particular discrepante suscrito por la magistrada Laura Díez Bueso, al que se adhirió el magistrado Ramón Sáez Valcárcel. 

			Las resoluciones constitucionales sobre cuestiones lingüísticas se han adoptado, por lo general, en los procedimientos de declaración de inconstitucionalidad de leyes que se inician mediante recurso de inconstitucionalidad. No es frecuente que se produzcan en los procedimientos incidentales de control de constitucionalidad. Pero no es imposible, claro está, como acreditan dos sentencias importantes, la Sentencia del Tribunal Constitucional (STC) 337/1994, de 23 de diciembre, sobre la ley de normalización lingüística de Cataluña de 1983, y la STC 35/2016, de 3 de marzo, sobre la inclusión de las lenguas oficiales españolas en las cuotas de producción audiovisual europea. En el presente caso, el control incidental de constitucionalidad es consecuencia de un amplio control de constitucionalidad y legalidad promovido en la jurisdicción contencioso-administrativa con relación a la norma reglamentaria de desarrollo.

			Sentencia del Tribunal Constitucional 85/2023, de 5 de julio de 2023. Cuestión de inconstitucionalidad 6002-2021. Pleno. Ponente: César Tolosa Tribiño. (BOE, núm. 184, de 3 de agosto de 2023)

			La Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco planteó una cuestión de inconstitucionalidad con relación al artículo 6.2 de la Ley del Parlamento Vasco 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi, por posible vulneración de los artículos 3, 9.3, 14 y 23 de la Constitución Española (CE). La cuestión fue promovida en el marco de un procedimiento contencioso-administrativo iniciado por el partido político Vox contra el Decreto 179/2019, de 19 de noviembre, sobre normalización del uso institucional y administrativo de las lenguas oficiales locales de Euskadi.

			La Sentencia del Tribunal Constitucional comienza en el fundamento jurídico (FJ) 2 realizando una doble precisión del alcance de su control incidental de constitucionalidad. Atendiendo al contenido del auto de planteamiento, el Tribunal circunscribe la duda de inconstitucionalidad a una parte de los tres incisos contenidos en el artículo 6.2 de la citada ley vasca. Este precepto disponía:

			Las convocatorias, órdenes del día, mociones, votos particulares, propuestas de acuerdo, dictámenes de las comisiones informativas, acuerdos y actas de los órganos de las entidades locales podrán ser redactados en euskera. Esta facultad podrá ejercerse, en los supuestos anteriormente mencionados, siempre que no se lesionen los derechos de ningún miembro de la entidad local que pueda alegar válidamente el desconocimiento del euskera, sin perjuicio de lo previsto en la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización y uso del euskera. Cuando las resoluciones, actas y acuerdos se redacten en euskera, se remitirán en esta lengua las copias o extractos a la Administración autonómica y a la Administración estatal, en cumplimiento de lo dispuesto en la legislación básica de régimen local. [Cursiva propia]

			Solo la parte reproducida en cursiva fue objeto de enjuiciamiento constitucional. Y atendiendo al cumplimiento del trámite de audiencia regulado en el artículo 35.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, la sentencia redujo el objeto de la cuestión de inconstitucionalidad a la alegada infracción de los artículos 3 y 14 de la CE, pues las partes del procedimiento principal no se pronunciaron previamente sobre la posible vulneración de los artículos 9.3 y 23 de la CE. No obstante, solo llegó a examinar la infracción del artículo 3.1 de la CE, pues al Tribunal le bastó con su estimación para declarar la inconstitucionalidad de parte del sintagma cuestionado.

			La estructura de la sentencia es muy sencilla. En el FJ 3 se fija la “doctrina constitucional sobre la regulación de la cooficialidad lingüística”, el FJ 4 contiene la “aplicación de la doctrina al caso” y en el FJ 5 se precisan los “efectos del pronunciamiento”. Los tres fundamentos jurídicos que contienen el enjuiciamiento son extremadamente breves e incluyen afirmaciones apodícticas.

			El FJ 3 resume la doctrina constitucional sobre la regulación de la “cooficialidad lingüística” en apenas dos caras impresas. En síntesis, se recuerda el tenor de los tres apartados del artículo 3 de la CE, las disposiciones correspondientes del Estatuto de Autonomía del País Vasco (art. 6) y cuatro ideas básicas extraídas de la jurisprudencia constitucional. Las tres primeras ideas pueden considerarse pacíficas: la legitimidad de las políticas enfocadas hacia la defensa y promoción de las lenguas cooficiales (STC 88/2017, de 4 de julio, FJ 5), la definición de la oficialidad lingüística (STC 82/1986, de 26 de junio, y STC 31/2010, de 28 de junio, FJ 23) y el derecho de opción lingüística (STC 134/1997, de 17 de julio, FJ 2; STC 253/2005, de 11 de octubre, FJ 10, y STC 31/2010, FJ 21).

			La cuarta idea, a la que se dedica la mitad del FJ 3, es la que resulta problemática. Hace referencia a la proscripción de la imposición de la “preferencia”, “primacía” o “uso prioritario” de una de las lenguas oficiales en el territorio y a la doctrina del “equilibrio inexcusable entre dos lenguas igualmente oficiales”, que se sienta esencialmente con la STC 31/2010. Ahora bien, en esa teórica recapitulación de la doctrina existente se incorpora un elemento extraído del FJ 23 de la STC 31/2020 al que se otorga una relevancia capital y un significado muy preciso que no tenía en origen. La sentencia equipara la imposición expresa de un estatus inferior a una de las lenguas oficiales con “la imposición a los ciudadanos de formalidades o condiciones que comporten cargas u obligaciones para poder ejercitar el derecho a la libre opción lingüística”. Justamente aquí, en esa equiparación novedosa que amplía el perímetro del canon preexistente, está la clave de la declaración de inconstitucionalidad.

			En efecto, en la aplicación de la doctrina al caso, la sentencia aprecia que la regulación contenida en el precepto cuestionado incluye un condicionamiento que impone una carga u obligación para poder ejercitar el derecho a la libre opción lingüística. El Pleno del Tribunal considera que el precepto cuestionado habilita la redacción exclusivamente en euskera de determinados documentos de funcionamiento interno de las entidades locales y que “se condiciona su traducción o eventual redacción en forma bilingüe a que se alegue válidamente el desconocimiento del euskera”. Al Pleno del Tribunal le basta con esta constatación elemental. La sentencia concluye:

			Con dicha exigencia se quiebra el equilibrio lingüístico entre las dos lenguas cooficiales al condicionarse el uso del castellano al desconocimiento del euskera, de modo que los derechos de libre opción en materia lingüística de quien representa a los ciudadanos en las entidades locales se restringen de forma injustificada.

			Y al final del FJ 4 califica la regulación cuestionada como “imposición al representante municipal de la exigencia de alegar válidamente el desconocimiento de la lengua” para que determinados documentos de funcionamiento interno de la entidad local se redacten en lengua castellana. 

			En la fundamentación y en el fallo resultante se pueden constatar varias paradojas. La sentencia aprecia en el precepto impugnado una “imposición”, un “condicionamiento”, una “exigencia”, que “quiebra el equilibrio lingüístico” entre las dos lenguas, y, con ello, una restricción injustificada de los derechos de libre opción en materia lingüística1. Las expresiones entrecomilladas son las que se utilizan en el razonamiento de la sentencia. Queda claro que lo que se reprocha al precepto legal cuestionado no es la atribución expresa de un estatus inferior a la lengua castellana, sino la modalidad equiparada que teoriza la sentencia en el FJ 3, la imposición de una formalidad o condición que comporta una carga u obligación para poder ejercitar el derecho a la libre opción lingüística.

			La primera paradoja consiste en la constatación de la existencia de una imposición de una carga u obligación en un precepto que no utiliza en ningún momento las palabras imposición, exigencia, condición, formalidad, carga u obligación. Es la sentencia la que reconstruye el programa normativo del precepto impugnado de tal forma que incluya la imposición de una carga. El razonamiento de la sentencia es muy básico. Primero se fija la premisa, con su simple afirmación, de que se interpone una carga entre el ciudadano y el ejercicio de su derecho de libre opción lingüística, y luego se deduce la consecuencia de que existe una preferencia indirecta o implícita de una lengua sobre la otra. Pero son cuestionables tanto la premisa de partida como la inferencia lógica.

			La idea en que se fundamenta el fallo proviene del FJ 23 de la STC 31/2010. Ahora bien, el Tribunal Constitucional prescinde de los matices de aquel fundamento jurídico. Conviene, por lo tanto, que lo reproduzcamos pese a su extensión:

			Sólo los particulares, en tanto que titulares del derecho de opción lingüística garantizado por el propio art. 33.1 EAC, pueden preferir una u otra de ambas lenguas en sus relaciones con el poder público radicado en Cataluña. Y hacerlo, además, en perfecta igualdad de condiciones por cuanto hace a las formalidades y requisitos de su ejercicio, lo que excluye que, como pudiera resultar de una interpretación literal del apartado 5 del art. 50 EAC, quienes prefieran que su lengua de comunicación con las Administraciones sea el castellano hayan de pedirlo expresamente. El precepto, sin embargo, es conforme con la Constitución ya que puede interpretarse en el sentido de que, en el marco de la política de fomento y difusión del catalán, las entidades públicas, instituciones y empresas a que el precepto se refiere, pueden utilizar la lengua catalana con normalidad, sin perjuicio de poder utilizar también con normalidad el castellano, en sus relaciones internas, en las relaciones entre ellas y en sus comunicaciones con los particulares, siempre que se arbitren los mecanismos pertinentes para que el derecho de los ciudadanos a recibir tales comunicaciones en castellano pueda hacerse efectivo sin formalidades ni condiciones que redunden para ellos en una carga u obligación que les constituya en la posición de sujeto activo en sus relaciones con la Administración pública.

			El fragmento contiene matices que no cabe ignorar. En primer lugar, el Tribunal Constitucional no excluye que, “en el marco de la política de fomento y difusión del catalán”, se utilice en mayor grado esta lengua que el castellano. Lo que proscribe es que no se utilice el castellano con normalidad. En segundo lugar, se reconoce que el derecho de opción lingüística puede requerir “que se arbitren los mecanismos pertinentes para que el derecho de los ciudadanos a recibir tales comunicaciones en castellano pueda hacerse efectivo”. Aquí lo único que se proscribe es que esos mecanismos supongan un nivel tal de formalidades y condiciones “que redunden para ellos en una carga u obligación que les constituya en la posición de sujeto activo en sus relaciones con la Administración pública”. El Tribunal afirma que los particulares pueden preferir una u otra de ambas lenguas en sus relaciones con el poder público “en perfecta igualdad de condiciones por cuanto hace a las formalidades y requisitos de su ejercicio”. Pues bien, bajo las anteriores premisas se declaró que el artículo 50.5 del Estatuto de Autonomía de Cataluña (EAC) era conforme a la Constitución: pedir expresamente que la lengua de comunicación con la Administración sea el castellano no es necesariamente inconstitucional.

			Y parece razonable que así sea. La mera indicación del sentido de la opción lingüística, es decir, de la lengua de preferencia del particular, no puede equivaler a una formalidad ni a una condición que suponga una carga u obligación. No puede considerarse que implique una carga en sentido propio, pues no hay conminación alguna a realizarla. Esa declaración o solicitud, dependiendo de la forma que adopte, será facultativa y solo responderá al interés del propio solicitante. Recordemos que el derecho de opción lingüística es justamente eso: un derecho a escoger entre las lenguas oficiales la de preferencia para la comunicación con los poderes públicos. No siempre será necesario formalizar la opción lingüística, ya que puede bastar con usar directamente la lengua de preferencia. El derecho de opción lingüística tampoco está subordinado a la realización de la solicitud en un plazo acotado de tiempo. La mera indicación en cualquier momento de la opción lingüística, con unas palabras u otras, incluida la referencia al desconocimiento de la lengua utilizada por el interlocutor o el emisor del mensaje, debe considerarse un mecanismo pertinente “para que el derecho de los ciudadanos a recibir tales comunicaciones en castellano pueda hacerse efectivo”.

			Lo que la STC 31/2010 parecía querer evitar era que la indicación de la opción lingüística solo recayese en los particulares que quisieran utilizar el castellano y se convirtiera en una característica general de su estatuto en Cataluña. Sería la universalización de la necesidad de realizar la correspondiente petición expresa lo que alterase la “perfecta igualdad de condiciones por cuanto hace a las formalidades y requisitos de su ejercicio”. 

			La ley vasca aborda un supuesto distinto en un contexto bien diferente. No universaliza el uso institucional del euskera: solo faculta el uso institucional interno respecto a un tipo de Administraciones públicas, las entidades locales, con el fin de que estas lo establezcan si lo estiman conveniente. No impone una regla general, sino que regula una facultad, que se activará o no en cada entidad local en función del contexto sociolingüístico. Sin embargo, la STC 85/2023 no aprecia que sea un supuesto de hecho distinto y proscribe que el uso institucional interno del castellano, que expresamente contempla la norma cuestionada, dependa de la alegación del desconocimiento de la lengua oficial distinta de ella, por entender que alegar ese desconocimiento es una formalidad o condición que comporta una carga u obligación. La paradoja es que los particulares no tienen obligación de conocer las lenguas oficiales distintas del castellano, pero tampoco se les puede obligar a alegar su desconocimiento a fin de que la Administración se relacione con ellos en castellano. Resulta llamativo que este estado de cosas se justifique al amparo del “equilibrio inexcusable entre dos lenguas igualmente oficiales”. 

			Así como no es concebible un sistema de derechos lingüísticos sin procedimientos para hacerlos efectivos, tampoco lo es sin mecanismos por los que los ciudadanos puedan manifestar la lengua por la que optan cuando exista ese derecho de opción. Los derechos lingüísticos no son meros derechos de abstención de los poderes públicos, sino básicamente de prestación de servicios públicos, que se deben proporcionar con un contenido o una dimensión lingüística. Existen numerosas situaciones en las que los ciudadanos tienen que exteriorizar su opción lingüística, incluso con la sencilla formalidad de marcar una equis en un impreso, con el fin, por ejemplo, de obtener una información, una documentación escrita o la inscripción de un menor de edad en un modelo lingüístico-educativo o en una actividad extraescolar.

			¿Declarar una incompatibilidad alimentaria por razones religiosas en la contratación de un vuelo, en la inscripción en un evento, en la solicitud de plaza en un comedor escolar o en el internamiento en un centro penitenciario representa una carga injustificada y desproporcionada respecto al ejercicio de la libertad religiosa? ¿Es una carga injustificada tener que manifestar la voluntad de ejercer en España el derecho de sufragio activo en las elecciones municipales y al Parlamento Europeo para poder obtener la inscripción en el censo electoral en esas elecciones? No lo parece en ninguno de esos casos. No hay conminación alguna. Es justamente la forma de acomodar la diversidad o bien de articular el ejercicio de un derecho para quien, pudiendo votar en su Estado de origen, prefiere hacerlo en España. En ambos casos se trata de una declaración facultativa, establecida en interés del propio sujeto.

			La noción de carga ha sido abordada en el derecho procesal y utilizada en el derecho administrativo. En el primero ha sido objeto de una teorización intensa, que no parece haberse tenido en cuenta en la referida doctrina constitucional. En el derecho procesal las cargas se diferencian nítidamente de las obligaciones y no son incompatibles con el derecho de defensa, pues se establecen en interés del propio sujeto. En cuanto a la noción de carga administrativa, esta dista de ser precisa. Según la página web de la Secretaría de Estado de Función Pública del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública, una carga administrativa es toda actividad de naturaleza administrativa que debe llevar a cabo una empresa o un ciudadano para cumplir con las obligaciones derivadas de la normativa; puede ser, por ejemplo, una solicitud, una obligación de comunicar datos o una obligación de conservar documentos o de formalizarlos. Ahora bien, las cargas administrativas no están prohibidas, si bien las que impongan las Administraciones públicas deben estar justificadas, pues deben mitigarlas o reducirlas de acuerdo con el principio de proporcionalidad (art. 4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público).

			Incluso considerando la indicación de la lengua de preferencia como una carga administrativa, a la hora de valorar su justificación debe atenderse a su finalidad, al coste de cumplirla, a la frecuencia con la que debe realizarse y a la condición o naturaleza del sujeto que debe cumplirla. Indicar la lengua en que se quiere recibir la documentación interna de una entidad local, una sola vez al inicio de la legislatura o en el momento en que el concejal accede al cargo, opción revocable en cualquier momento, en un contexto sociolingüístico en el que el conocimiento de la lengua oficial distinta del castellano puede estar generalizado, no debería considerarse una carga administrativa desproporcionada, ni una restricción injustificada de derechos.

			La sentencia comentada no tiene en cuenta en ningún momento la condición de cargo público de quien es titular del derecho de opción lingüística en la regulación cuestionada. De esta forma, equipara implícitamente la posición jurídica del concejal con la del particular o vecino. Sin embargo, el concejal no es un simple vecino. En su ámbito personal, no tiene menos derechos que este, pero en su actuación pública se le puede exigir un nivel superior de formalidades, cargas y obligaciones (por usar las expresiones de la sentencia), pues ocupa un cargo público y está directamente vinculado en su actividad a las políticas públicas que se desarrollen en su ámbito de actuación. No es irracional ni desproporcionado sostener que los miembros de la corporación local deben acomodarse a la regulación municipal sobre el uso de las lenguas oficiales y no al revés, y que en términos constitucionales el límite solo pueda estar en el desconocimiento de la lengua oficial distinta del castellano. Esa era la perspectiva de la ley vasca y, como veremos después, ese fue el criterio sentado en la STC 82/1986, de 26 de junio, entonces para el conjunto de los vecinos de la entidad local que funcionara ad extra en euskera. La ley vasca de 2016 circunscribe la posibilidad o necesidad de alegar el desconocimiento del euskera doblemente: desde el punto de vista material, a la documentación interna del gobierno municipal y, desde el punto de vista subjetivo, a los concejales. Por otra parte, los concejales no son sujetos pasivos de la actividad municipal: forman parte del pleno municipal, que establece la política lingüística del municipio en su funcionamiento interno. Con la argumentación de la sentencia, aunque todos los concejales fueran vascoparlantes y hubieran acordado por unanimidad la forma de organizar el uso del euskera en las relaciones internas del ayuntamiento, la entidad local seguiría obligada a acomodarse a la opción lingüística divergente de un hipotético miembro de la entidad local por razones distintas a la de su desconocimiento, como la simple preferencia.

			En suma, la sentencia considera que es incompatible con el artículo 3.1 de la CE que el miembro de la entidad local deba alegar el desconocimiento de la lengua oficial distinta del castellano a fin de que la entidad local utilice el castellano en su documentación interna, porque ello constituiría una carga u obligación en el sentido de la STC 31/2010.

			Pero eso no se deduce del fragmento relevante de la STC 31/2010 antes reproducido. Ni la alegación del desconocimiento de una lengua supone por sí misma una carga u obligación, ni es incompatible con el artículo 3.1 de la CE. Si preferir el uso del castellano y manifestarse en este sentido ante una autoridad no es una carga u obligación, ¿por qué habría de serlo alegar que se desconoce la lengua oficial distinta del castellano? 

			Como se ha indicado, es la sentencia la que reconstruye el programa normativo del precepto impugnado de tal forma que convierte la alegación del desconocimiento del euskera en la imposición de una carga u obligación (la sentencia no aclara si es una u otra). Ya hemos subrayado que la STC 31/2010, en la que dice inspirarse, no excluye “mecanismos pertinentes”. Ahora razonaremos que, incluso de haber dudas al respecto, había elementos suficientes para realizar una interpretación conducente a la desestimación de la cuestión de inconstitucionalidad (incluyendo en su caso una interpretación conforme): algunos de esos elementos fueron rechazados por la sentencia y otros no fueron considerados, como veremos a continuación. Recordemos que en el FJ 23 de la STC 31/2010, en la que la STC 85/2023 se inspira, el apartado 5 del artículo 50 del EAC no fue declarado inconstitucional porque se interpretó de conformidad con la Constitución.

			Así, la sentencia rechaza el argumento, alegado por las representaciones procesales del Gobierno Vasco y el Parlamento Vasco, del contenido del acuerdo alcanzado en la Comisión Bilateral de Cooperación entre el Estado y la Comunidad Autónoma del País Vasco.2 La sentencia argumenta correctamente que el Tribunal no está vinculado por un eventual acuerdo interpretativo extrajudicial, tal como reitera la doctrina constitucional. Ahora bien, lo que importa no es la obligatoriedad del acuerdo, sino la validez, de cara al enjuiciamiento constitucional, del argumento que allí se utiliza para zanjar la duda de inconstitucionalidad.

			El acuerdo señaló:

			Ambas partes entienden que la recta interpretación del citado apartado determina que ha de entenderse y aplicarse en el sentido de que no establece obligación ni carga alguna respecto al hecho de alegar desconocimiento de la lengua, al objeto de poder ejercitar el derecho de opción entre el castellano y el euskera.

			No obstante, de manera confusa la sentencia afirma que este acuerdo solo se refiere al sintagma “alegar válidamente” y con ello solo “al modo o forma en que se debe alegar el desconocimiento de la lengua”, sin afectar al otro aspecto que habría sustentado la cuestión de inconstitucionalidad, que a su juicio reside en “la injustificada condición de alegar el desconocimiento de la lengua para el ejercicio del derecho de opción”. 

			Este intento de diferenciación de aspectos (el modo o la forma de la alegación y la exigencia de alegación) parece obedecer a un borrador previo de la sentencia, que se habría limitado a anular el primer sintagma mientras que preservaba el segundo sujetándolo a una interpretación conforme. El voto particular de la magistrada Laura Díez Bueso está estructurado de conformidad con esa diferenciación: como si la sentencia contuviera un doble fallo, de anulación parcial del inciso cuestionado y de interpretación conforme al resto del inciso. Sin embargo, no es ese el razonamiento ni el fallo finalmente acogido en la sentencia. No hay diferenciación entre la exigencia y el modo de alegación. Y es razonable que sea así: no se puede diferenciar entre ambos planos. Pero entonces la sentencia no justifica realmente por qué debe desecharse el argumento en el que se basa el acuerdo interpretativo. Recordemos que el acuerdo interpretativo rechazaba la interpretación de la alegación del desconocimiento del euskera como obligación o carga. Por tanto, la sentencia aprecia una obligación o carga (a la que además se atribuye una eficacia equivalente a la atribución de un estatus inferior al castellano) donde el Estado y la comunidad autónoma están de acuerdo en que no existe.

			Otro argumento puede extraerse de la Carta Europea de Lenguas Regionales o Minoritarias, también alegada por la representación procesal del Gobierno Vasco, en concreto de su artículo 7.2:

			La adopción de medidas especiales en favor de las lenguas regionales o minoritarias, destinadas a promover una igualdad entre los hablantes de dichas lenguas y el resto de la población y orientadas a tener en cuenta sus situaciones peculiares, no se considerará un acto de discriminación con los hablantes de las lenguas más extendidas.

			También lo rechaza la sentencia de forma displicente: 

			El condicionamiento impuesto para que se traduzcan los documentos a la lengua castellana o para que se pueda utilizar la redacción bilingüe de los mismos, en nada contribuye a los objetivos y principios que se mencionan en el art. 7.2 de la Carta.

			Una medida típica para la promoción y la dinamización social de una lengua regional o minoritaria que convive con otra lengua más extendida consiste en utilizarla con normalidad, sin esperar a que los hablantes lo soliciten expresamente. La lengua más extendida no necesita esa promoción, pues el número de hablantes le garantiza una presencia predominante, siempre superior a la que deriva de su número3. La plena legitimidad constitucional de las políticas de fomento de la lengua menos extendida estaba implícita en el fragmento antes reproducido del FJ 23 de la STC 31/2010 (“en el marco de la política de fomento y difusión del catalán”). Sin embargo, el Tribunal Constitucional de 2023 parece ignorar la finalidad promocional que late en la medida vasca: en lugar de apreciar una medida de promoción de la igualdad en favor de la lengua menos extendida justamente en aquellos entornos locales donde se concentra la población vascoparlante, aprecia de manera automática y absoluta una “prescripción de un uso prioritario del euskera” que vulnera el artículo 3.1 de la CE por suponer “un desequilibrio injustificado y desproporcionado del uso del castellano”.

			La sentencia tampoco toma en consideración el elocuente contenido del apartado 3 del artículo 6 de la ley vasca, que dispone lo siguiente:

			Con independencia de que las entidades locales puedan emplear una de las dos lenguas oficiales dentro de la Comunidad Autónoma de Euskadi en sus relaciones internas o en sus relaciones con cualquier otra administración pública o incluso en sus comunicaciones con los particulares, deberán arbitrar los mecanismos pertinentes para que el derecho de los ciudadanos a recibir tales comunicaciones en la otra lengua oficial pueda hacerse efectivo sin formalidades ni condiciones que comporten a los ciudadanos una carga u obligación.

			Como se aprecia, este apartado no es más que la transcripción del final del fragmento del FJ 23 de la STC 31/2010, que antes se ha reproducido. Sin embargo, donde la propia ley afirma que debe garantizarse que “el derecho de los ciudadanos a recibir tales comunicaciones en la otra lengua oficial pueda hacerse efectivo sin formalidades ni condiciones que comporten a los ciudadanos una carga u obligación”, la sentencia proclama que la ley hace todo lo contrario, atribuyéndole el efecto de imponer una carga u obligación.

			La redacción de la parte del inciso del artículo 6.2 que se declara inconstitucional y nula puede quizá criticarse desde el punto de vista técnico. Pero es evidente la razón de su utilización, pues a ella se refieren expresamente las representaciones procesales de las instituciones vascas. Si el apartado 3 del artículo 6 de la ley vasca es reproducción literal del fragmento antes reproducido extraído del FJ 23 de la STC 31/2010, el inciso declarado inconstitucional y nulo es reproducción literal de la ratio decidendi para declarar inconstitucional y nula en 1986 una regulación predecesora de la actual, que pretendía establecer un régimen lingüístico especial del uso del euskera en los escasos municipios en los que la totalidad de la población era vascoparlante. Fue entonces cuando el Tribunal Constitucional declaró la inconstitucionalidad del precepto con el argumento de que “la exclusión del castellano no es posible porque se perjudican los derechos de los ciudadanos, que pueden alegar válidamente el desconocimiento de otra lengua cooficial” (STC 82/1986, de 26 de junio, FJ 10). En otras palabras, debe atribuirse al Tribunal Constitucional la autoría del referido inciso.

			A mediados de los años ochenta del siglo pasado, ese pronunciamiento fue clave en la configuración de un régimen constitucional de la oficialidad lingüística que permitiera a los poderes públicos diversas posibilidades de actuación, siempre en el respeto de los derechos lingüísticos de los ciudadanos. Ahora bien, la apertura a distintos modelos, tanto en el tiempo como en el espacio (pues las comunidades autónomas deben poder optar por modelos distintos dentro de los límites constitucionales y estatutarios), fue restringida por la STC 31/2010. Aunque no fue suprimida del todo, han proliferado lecturas parciales de la sentencia que pretenden conferir un valor absoluto a la doctrina del “equilibrio inexcusable entre dos lenguas igualmente oficiales” por encima de los aspectos a los que antes se ha aludido (aunque la doctrina del “equilibrio inexcusable” tiene una aplicación muy selectiva en la práctica, como se aprecia en tantos ámbitos administrativos en las comunidades autónomas bilingües, sobre todo, aunque no exclusivamente, cuando dependen de la Administración general del Estado). El voto particular de la magistrada Laura Díez Bueso defiende la aproximación de la STC 31/2010 a la STC 82/1986. Sin embargo, la mayoría del Pleno refrenda la solución inversa: partir de una lectura extrema de la STC 31/2010 para enterrar el precedente de la STC 82/1986.

			En definitiva, un precepto legal que incluye literalmente la salvaguardia que en 1986 el Tribunal Constitucional consideró constitucionalmente exigible es declarado inconstitucional en 2023, sin que se indique la existencia de un cambio de doctrina o la razón en la que ese cambio se fundamentaría. Una norma, cabe insistir, que también recogía la salvaguardia procedente del FJ 23 de la STC 31/2020 y que en esta sentencia permitió obtener una interpretación conforme a la Constitución de un precepto similar. Así pues, una paradoja no menor de la sentencia analizada es que declara parcialmente inconstitucional y nulo un precepto que reproduce fielmente la jurisprudencia constitucional.

			La última paradoja se refiere a la redacción del precepto legal que resulta de la expulsión del inciso declarado inconstitucional del ordenamiento jurídico. El apartado 2 del artículo 6 queda así:

			Las convocatorias, órdenes del día, mociones, votos particulares, propuestas de acuerdo, dictámenes de las comisiones informativas, acuerdos y actas de los órganos de las entidades locales podrán ser redactados en euskera. Esta facultad podrá ejercerse, en los supuestos anteriormente mencionados, siempre que no se lesionen los derechos de ningún miembro de la entidad local, sin perjuicio de lo previsto en la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización y uso del euskera. Cuando las resoluciones, actas y acuerdos se redacten en euskera, se remitirán en esta lengua las copias o extractos a la Administración autonómica y a la Administración estatal, en cumplimiento de lo dispuesto en la legislación básica de régimen local.4

			El apartado debe ser completado con lo establecido en el apartado 3 del mismo artículo, que no ha sido cuestionado.

			Como se aprecia, el resultado en nada diverge del que se hubiera obtenido de una interpretación sistemática del inciso cuestionado a la luz del apartado 3, o incluso de una interpretación de conformidad con la Constitución, a través de las rutas que se han indicado más arriba.

			La fundamentación de la estimación parcial y su impacto en la redacción del precepto cuestionado no son fácilmente inteligibles para el ciudadano medio. Difícilmente se entenderá que, no existiendo deber constitucional de conocimiento de las lenguas oficiales distintas del castellano (entendido ex STC 31/2010, FJ 14.b, como un deber que es jurídicamente exigible con carácter generalizado), resulte inconstitucional que un miembro de una entidad local deba alegar su desconocimiento para que esa entidad local redacte su documentación interna en castellano, y que lo que puede y debe invocar a tal efecto es simplemente que prefiere tenerla en esa otra lengua oficial o bien que se lesionan sus derechos en abstracto.

			Sin duda, el problema de la sentencia no estriba en el resultado final, que no debería tener impacto alguno en el régimen lingüístico interno de las entidades locales vascas, tal y como se contempla en la Ley 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi, sino en la fundamentación de la que se sirve, que envía señales erróneas a los operadores jurídicos. Esas señales erróneas tienen consecuencias.

			La fundamentación de la sentencia, que pivota sobre la parcial y confusa noción de equilibrio inexcusable y aprecia imposiciones inexistentes, junto con la evitable declaración de inconstitucionalidad, condujo a un control exacerbado del Decreto 179/2019 por parte del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco. Además del inciso contenido en la norma reglamentaria similar al declarado inconstitucional y nulo por la STC 85/2023, anuló entera o parcialmente otros diez preceptos o apartados, desconectados del tema de la alegación del desconocimiento, por considerar toda referencia al uso del euskera como imposición de un trato privilegiado.5 

			Entre ellos, el Tribunal Superior de Justicia anuló apartados que establecían que “el personal de las entidades locales y demás entidades que conforman el sector público local de Euskadi, en primera instancia, se dirigirá al ciudadano o ciudadana en euskera, y continuará en la lengua que este o esta elija” (art. 27.1.a) o bien que “los mensajes verbales sin persona destinataria determinada emitidos mediante dispositivos automáticos, servicios de información telefónica, altavoces o similares se realizarán en primer lugar en euskera” (art. 27.1.e). Para fundamentar la anulación de este último apartado, el órgano sentenciador sostuvo como único argumento, de manera extravagante, lo siguiente:

			El equilibrio entre ambas lenguas impone que o bien se efectúe en ambas o bien en aquella que todos tienen el deber de conocer pudiendo añadirse la opción de que el receptor a su vez comunique a la Administración la lengua en la que quiera que en lo sucesivo se le transmitan las informaciones a que hubiese lugar en el tipo de comunicaciones a las que el apartado del precepto alude.

			Es muy dudoso que esas palabras sean compatibles no ya con la voluntad de protección de todos los españoles y los pueblos de España en el ejercicio de sus lenguas que proclama el preámbulo de la Constitución, sino con los propios términos del FJ 23 de la STC 31/2010, de la que procede la doctrina que afirman aplicar.

			La STC 85/2023 pone de relieve el problema de los límites de la interpretación constitucional. La sentencia amplía tanto el canon de constitucionalidad que no solo reduce el espacio del legislador democrático, sino que también genera inseguridad jurídica, pues abandona la base firme que es el texto constitucional, que en este punto solo puede ser el art. 3 CE. Y el exacerbado control de juridicidad que desencadenó sobre el Decreto 179/2019 pone de manifiesto que una doctrina confusa puede ser más perjudicial que un enjuiciamiento erróneo pero puntual. De la Constitución no se deduce criterio alguno sobre cuál deba ser la primera lengua oficial que deba usarse en determinadas comunicaciones: menos aún en los mensajes verbales sin persona destinataria determinada emitidos mediante dispositivos automáticos, servicios de información telefónica, altavoces o similares. El Tribunal Constitucional y los tribunales ordinarios deben prestar atención a la diferencia entre derecho y política: esto es, a los límites de su jurisdicción.

			

			
				
					1 Literalmente en la STC 85/2023 se afirma que “los derechos de libre opción en materia lingüística [...] se restringen de forma injustificada”. 

				

				
					2  Resolución de 3 de febrero de 2017, de la Secretaría de Estado para las Administraciones Territoriales, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado - Comunidad Autónoma del País Vasco en relación con la Ley 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi. BOE núm. 41, de 17 de febrero de 2017. (BOE, núm. 41, 17.02.2017).

				

				
					3  En una comunidad de cien personas en el que solo el diez por ciento hable una lengua minorizada además de la mayoritaria, los hablantes de la lengua minorizada pueden utilizar esta en un número inferior al diez por ciento de las situaciones totales de interacción con terceras personas. Basta que en la situación comunicativa exista un hablante de la lengua no minorizada para que los hablantes de la lengua minorizada deban utilizar la mayoritaria para comunicarse con él.

				

				
					4  Así se desprende del fallo de la STC 85/2023. En el FJ 5 se transcribe de forma errónea la redacción resultante del precepto, pues se suprime también el inciso “siempre que no se lesionen los derechos de ningún miembro de la entidad local”.

				

				
					5  Sentencia del Tribunal Superior de Justicia (STSJ) del País Vasco 435/2023 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Tercera), de 28 de septiembre de 2023. En una sentencia adicional, como consecuencia del recurso contencioso-administrativo promovido por el Partido Popular, la misma sala y sección anuló otros dos apartados del Decreto 179/2019: STSJ 440/2023, de 4 de octubre de 2023.
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Resumen

El texto recoge las resoluciones del Tribunal Constitucional que afectan a los usos y derechos lingiiisticos y al régimen
juridico de la lengua dictadas durante el segundo semestre de 2023.
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Abstract

The text provides a commentary on Spanish Constitutional Court judgements affecting uses, language rights and the
language legal system in the second half of 2023.
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